PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DEL DISTRITO FEDERAL EL 8 DE DICIEMBRE DE 2008

ACUERDO NUMERO A/ 014 /2008 DEL PROCURADOR GENERAL DE JUSTICIA DEL DISTRITO FEDERAL, POR EL QUE SE ESTABLECEN LOS LINEAMIENTOS DE ACTUACIÓN DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS DE LA PROCURADURÍA GENERAL DE JUSTICIA DEL DISTRITO FEDERAL, EN LAS DILIGENCIAS EN QUE INTERVENGAN NIÑAS Y NIÑOS VÍCTIMAS DE DELITO.

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 1, 4, 18, 20 apartado “C”, 21, 122 apartado “D” y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 4 y 19 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; 1, 2, 3, 4, 12, 16 y 17 de la Convención sobre los Derechos del Niño; 10 del Estatuto de Gobierno del Distrito Federal; 16 fracción IV de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Distrito Federal; 1, 2 fracciones I, II y III, 3 fracción I y II, 5 fracción VI, 6 fracción I, 8, 11 fracción I, 16, 20 , 58, de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal; 1, 2, 7, 29 fracciones I y XX, 63 fracción VIII, 64 fracción IV y IX, 66 fracción I y II, 79 fracción II y 84 de su Reglamento; 11 fracción XVI de la Ley de Atención y Apoyo a las Víctimas del Delito para el Distrito Federal y 11 de su reglamento; 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 14, 15, 16, 17, 18, 44 y 46 de la Ley para la Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes; 1, 2, 3, 4, 5, 6, 7, 17, 48 y 49 de la Ley de los Derechos de las Niñas y Niños en el Distrito Federal; 9 fracción XIV, 191, 194, 203 fracción XIV, 206, 207, 210, 213, 229 y 264 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal; 

CONSIDERANDO

Que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Convención sobre Derechos del Niño y demás instrumentos supranacionales de derechos humanos, constituyen el marco de referencia legal al cual debe ceñirse la actuación de las y los servidores públicos de la Procuraduría, para atender de manera adecuada los requerimientos de la niñez, en un esquema de respeto pleno a sus intereses y total observancia a sus derechos fundamentales.

Que las reformas legislativas a nivel nacional y local han impulsado el reconocimiento de niñas, niños y adolescentes como sujetos de derecho; sin embargo, a nivel de leyes secundarias o reglamentarias, no se ha explorado aún la regulación de normas tendientes a la protección de los derechos de la infancia, cuando una niña, niño o adolescente se convierte en víctima de un delito.

Que la Convención Sobre los Derechos del Niño, ratificada por nuestro país el 21 de septiembre de 1990, define como niños a las personas menores de dieciocho años, razón por la cual el presente Acuerdo refiere a los mismos, incluyendo en esta categoría a los adolescentes.

Que es prioritario para la Procuraduría el establecimiento de un modelo de intervención y atención integral para las niñas y niños que han sido víctimas de un delito, mediante el cual se reconozcan sus derechos específicos, que en su calidad de personas en desarrollo, les otorga la Constitución, así como los instrumentos jurídicos nacionales e internacionales, creados para el reconocimiento de tales derechos, lo que permitirá brindar un servicio público acorde a las necesidades de la niñez.

Que las niñas y niños son sujetos de derechos en materia penal, por ser los protagonistas del sistema de procuración de justicia cuando sus derechos fundamentales son violentados, por lo que en todas las diligencias en que participen, será tomada en cuenta su opinión y sus particulares necesidades; lo que requiere dotar al personal de la Procuraduría de un documento normativo que regule su actuación conforme a los estándares internacionalmente reconocidos en la materia, así como de la capacitación que se requiera para tal fin; por lo que, he tenido a bien emitir el siguiente:

ACUERDO

PRIMERO.- Objeto.

El objeto del presente Acuerdo es dotar a las y los servidores públicos de la Procuraduría, de un marco normativo que les permita, en el ámbito de su competencia, brindar un servicio acorde a los derechos humanos y garantías que se conceden a las niñas y los niños víctimas de delito, en la Constitución y en los instrumentos jurídicos internacionales firmados y ratificados por México, así como en las leyes nacionales en la materia.

Asimismo, lo previsto en el presente instrumento se aplicará en lo conducente a las niñas y niños testigos del delito.

SEGUNDO.-Del interés superior de la niñez, como principio rector de la actuación de las y los servidores públicos de la Procuraduría.

En la atención a niñas y niños víctimas de delito, las y los servidores públicos de la Procuraduría atenderán al interés superior de la niñez, lo que implica crear el escenario idóneo para el pleno ejercicio de sus derechos.

TERCERO.- Presunción de edad y comprobación de la misma.

Siempre que exista duda sobre la minoría de edad de la niña o niño víctima del delito, se presumirá ésta salvo prueba en contrario. Asimismo, la duda no impedirá la iniciación de la averiguación previa respectiva.

Cuando sea estrictamente necesario y no se haya podido obtener su acta de nacimiento, se practicarán a la niña o al niño, previo consentimiento informado de éste y sus responsables, sus padres o tutores, así como salvaguardando su dignidad, los estudios médicos adecuados para este fin.

La inspección médica deberá ser realizada por personas del mismo sexo que la niña o niño, en presencia de sus padres o tutores, y cuando no sea posible, de una trabajadora o trabajador social.

El personal de salud que realice la inspección médica deberá ajustarse a los procedimientos y protocolos en materia de salud.

CUARTO.- De los derechos de las niñas y niños víctimas del delito, cuyo respeto es exigible a las y los servidores públicos de la Procuraduría.

Las y los servidores públicos de la Procuraduría deberán garantizar el respeto irrestricto a los derechos de las niñas y niños víctimas del delito, que soliciten o requieran los servicios de la Procuraduría. Además, en el ámbito de su competencia, deberán observar y vigilar que durante la averiguación previa y el proceso penal, a las niñas y niños víctimas del delito se les respeten sus derechos fundamentales e intereses, entre otros, los siguientes:

a) A expresar su opinión libremente, bajo el principio de que sus manifestaciones son dignas de crédito.

Este derecho lo podrán ejercer directamente o por medio de sus representantes.

b) A recibir información acerca de sus derechos, tanto en la averiguación previa como ante el órgano jurisdiccional.

c) A recibir un trato digno y apropiado. Las y los servidores públicos se abstendrán de injerencias arbitrarias sobre su persona o su vida privada, familia, domicilio, correspondencia. Asimismo, se abstendrán de realizar ataques contra su honra y reputación.

d) A estar al cuidado de sus padres.

e) A tener una identidad.

QUINTO.- Del derecho de la niña o niño a ser informado de sus derechos y del motivo de su presencia en la institución.

Ninguna niña o niño será presentado contra su voluntad o la de su madre y/o padre, tutores o representantes legales, ante el Agente del Ministerio Público.

El personal ministerial le informará a la niña o niño víctima, en un lenguaje claro y asequible, el motivo de su presencia en la institución y el carácter con el que participa dentro de la indagatoria.

Se le hará saber que tiene derecho a que en toda diligencia en que intervenga se encuentren presentes su madre y padre o sus legítimos representantes.

Siempre que una niña o niño víctima del delito, se presente directamente o bien sea presentado por una persona distinta a sus legítimos representantes, el Ministerio Público que conozca del caso, dará aviso inmediato a la madre y padre o al representante legal de la niña o niño cuya presencia se requiera.

En caso de que la madre y padre o quienes ejerzan la representación legal de la niña o niño, soliciten de inmediato llevárselos para sus cuidados y atenciones, ello se realizará sin menoscabo de la facultad del Ministerio Público de requerir, con posterioridad, la comparecencia de la niña o niño.

SEXTO.- Notificación a la Fiscalía Central de Investigación para Menores.

El personal ministerial encargado del asunto en el que intervenga una niña o niño víctima, dará aviso inmediato de esta circunstancia a la Fiscalía Central de Investigación para Menores.

Si de la vista que se diere a la Fiscalía Central de Investigación para Menores, se advierte que a la niña o niño se le han vulnerado sus derechos fundamentales, ésta adoptará las medidas necesarias a efecto de salvaguardar su integridad física o emocional. Estas medidas subsistirán en tanto no cese el riesgo de sufrir algún daño físico o emocional.

En caso de que la madre, el padre o quienes ejerzan la representación legal sobre la niña o el niño no hayan sido localizados, después de haber sido buscados exhaustivamente, se procurará que éste quede al cuidado de algún familiar y si esto tampoco resultare posible, la Fiscalía Central de Investigación para Menores será la encargada de proveer lo necesario para otorgar los cuidados y atenciones a favor de la niña o niño.

En este supuesto, y siempre que sea estrictamente necesaria la práctica de alguna diligencia ante el agente del Ministerio Público, la niña o el niño será acompañado tanto de personal de la Fiscalía Central de Investigación para Menores, como de un (a) abogado (a) adscrito (a) la Dirección General de Atención a Víctimas del Delito y, en su caso, de una psicóloga o psicólogo, con la finalidad de que éste último auxilie o apoye en el mejor manejo de la diligencia, sobre todo en la contención de la niña o el niño.

SÉPTIMO.- Del tiempo de permanencia de las niños y los niños víctimas de delito en las agencias del Ministerio Público.

Las niñas y niños víctimas del delito que asistan a las agencias del Ministerio Público, deberán ser ubicados en espacios físicos dignos y en condiciones adecuadas, para su edad.

Se deberá procurar que las niñas y los niños víctimas de delito, únicamente permanezcan en las agencias del Ministerio Público durante un período de tiempo razonable, evitando en lo posible las demoras innecesarias, por lo que las diligencias que se practiquen con ellos deberán ser debidamente programadas, evitando la práctica de diligencias incompletas o fragmentadas.

En caso de que posteriormente resulte necesaria la presencia de la niña o del niño, se deberán remitir los citatorios que resulten procedentes a los padres, tutores o representantes legales.

OCTAVO.- Del derecho de las niñas y los niños a contar con la presencia de su madre, padre, o legítimos representantes y con representación jurídica.

Las niñas y los niños víctima del delito, contarán con la presencia de su madre y padre o legítimos representantes siempre que participen en una diligencia ante el Ministerio Público, salvo cuando aquellos tengan el carácter de probables responsables o de algún otro modo su presencia resulte contraria a su interés superior.

La servidora o servidor público encargado de la indagatoria, informará a la niño o al niño, así como a su representante legal, el derecho a contar con la representación jurídica de un abogado(a) adscrito (a) a la Dirección General de Atención a Víctimas del Delito.

Si se manifiesta el deseo de contar con asistencia jurídica en los términos del párrafo que antecede, se informará por cualquier medio fehaciente a la Dirección General de Atención a Víctimas del Delito esta circunstancia, a efecto de que se proceda a hacer la designación que corresponda.

Siempre que se trate de un delito de naturaleza sexual, violencia familiar o delito violento, la niña o el niño será asistido desde el momento de su declaración por un (a) abogado(a) adscrito (a) a la Dirección General de Atención a Víctimas del Delito; por lo que, en estos casos, el Ministerio Público de oficio informará a dicha Dirección General, para los efectos precisados en el párrafo que antecede.

En caso de ser necesario se solicitará a la Dirección General de Atención a Víctimas del Delito que designe a una psicóloga o psicólogo para que apoye la niña o al niño en la diligencia. En los demás casos, la designación de la psicóloga o psicólogo se hará atendiendo a las características del caso y a los requerimientos específicos de la niña o el niño.

NOVENO.- De los servicios que deberán prestar los Centros de Atención a Víctimas del Delito, a las niñas y los niños víctimas de delito.

El personal ministerial deberá informar a las niñas y los niños víctimas del delito, los servicios que ofrecen los Centros de Atención a Víctimas del Delito, indicándole cuál es el competente para orientarlo y darle seguimiento a su asunto.

Lo anterior se entiende sin perjuicio de que las y los niños, así como sus responsables, asistan directamente a los Centros de Atención a Víctimas del Delito.

DÉCIMO.- De las asesorías que deberán brindar las abogadas y abogados adscritos a los Centros de Atención a Víctimas del Delito a las niñas y los niños víctimas de delito.

Las y los abogados de los Centros de Atención a Víctimas del Delito, así como los que se encuentren adscritos a las Coordinaciones Territoriales deberán informar, con un lenguaje claro y asequible para las niñas y los niños víctimas del delito, sus derechos constitucionales y legalmente reconocidos, tanto en su calidad de víctimas del delito como por su condición de personas en desarrollo. Cuando el caso lo amerite, se requerirá la presencia de una o un psicólogo.

DÉCIMO PRIMERO. De los derechos de las niñas y los niños durante el proceso penal.

Todos los derechos que a favor de las niñas y los niños víctimas del delito, se recogen en este instrumento, y los que se deriven de la Constitución, tratados internacionales y demás instrumentos en la materia, así como el Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal, le serán garantizados durante el proceso penal.

El personal ministerial, en el ámbito de su competencia, velará por la salvaguarda de éstos derechos. La misma obligación corresponde a las abogadas y abogados adscritos a la Dirección General de Atención a Víctimas del Delito.

DECIMO SEGUNDO.- De la capacitación a los servidores públicos de la Procuraduría.

Todos los servidores públicos de la Procuraduría que deban atender asuntos en que intervengan niñas o niños víctimas de delito, deberán recibir capacitación especializada, por las instancias competentes de la Procuraduría.

El Instituto de Formación Profesional en coordinación con las Subprocuradurías Jurídica y de Derechos Humanos y de Atención a Víctimas del Delito y Servicios a la Comunidad, crearán estrategias y programas para la capacitación de los servidores públicos de la Procuraduría, en materia de Protección Integral de niñas y niños.

DÉCIMO TERCERO.- De los avances y resultados en materia de atención a niñas y niños.

Las Unidades Administrativas de la Procuraduría, principalmente las Subprocuradurías Jurídica y de Derechos Humanos y de Atención a Víctimas del Delito y Servicios a la Comunidad, en el ámbito de su respectiva competencia y con independencia de las atribuciones que a su favor otorgan los ordenamientos legales, deberán realizar estudios en relación al avance que con motivo del presente instrumento, haya habido a favor de las niñas y los niños víctimas de violencia, elaborar estrategias para mejorar la atención, en cumplimiento a los lineamientos que se establecen en el presente Acuerdo. 

DÉCIMO CUARTO.- Difusión de los servicios que se prestan a favor de las niñas y los niños víctimas del Delito.

La Subprocuraduría de Atención a Víctimas del Delito y Servicios a la Comunidad, a través de sus Direcciones Generales, será la encargada de difundir los servicios que a favor de las niñas y los niños víctimas del delito, otorga la Procuraduría.

DÉCIMO QUINTO.- De las responsabilidades de los servidores públicos de la Procuraduría, con motivo del presente instrumento.

Los servidores públicos que actúen en contravención a lo dispuesto en el presente documento o vulnerando los derechos humanos de las niñas y los niños, responderán por su actuación irregular o dolosa, conforme a lo que determinen la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos y el Código Penal para el Distrito Federal.

TRANSITORIOS

PRIMERO.- Publíquese en la Gaceta Oficial del Distrito Federal.

SEGUNDO.- El presente Acuerdo entrará en vigor al día siguiente de su publicación en la Gaceta Oficial del Distrito Federal.

TERCERO.- Las unidades administrativas de la Procuraduría proveerán, en la esfera de su competencia, lo necesario para el debido cumplimiento de este Acuerdo.

CUARTO.- En un plazo no mayor a 60 días hábiles deberá implementarse el programa y elaborarse los temarios para la capacitación de los servidores públicos de la Procuraduría, en materia de derechos de la niñez.

QUINTO.- Se derogan todas las disposiciones administrativas que se opongan al presente acuerdo.

Dado en la Ciudad de México, Distrito Federal, a los 01 días de diciembre de 2008.- El Procurador General de Justicia del Distrito Federal, Miguel Ángel Mancera Espinosa.- Rúbrica.

SUFRAGIO EFECTIVO. NO REELECCIÓN

EL PROCURADOR GENERAL DE JUSTICIA DEL DISTRITO FEDERAL

(Firma)

DR. MIGUEL ÁNGEL MANCERA ESPINOSA
